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Madrid, 26 de junio de 1989.-P. D., el Secretario de Estado de la
Defensa, Rafael de la Cruz Corcoll.

Excmo. Sr. General Jefe del Mando Aéreo de Canarias.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley Regula­
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 17 de diciembre
de 1956, dispongo que se cumpla en sus propios términos la expresada
sentencia.

Madrid, 26 de junio de 1989.-P. D., el Secretario de Estado de
Defensa, Rafael de la Cruz Corcoll.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada.

18949 ORDEN 413/38891/1989. de 27 de J"nio. por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencía
Territorial de Madrid, dictada con fecha 6 de marzo de
1989, en el recurso contencioso-admlnistrativ8 interpuesto
por don Domingo Madas Zambrano.

Excmo. Sr,: En el recurso contencioso~administrativo seguído, en
única instancia ante la Sección de la Audiencia Territorial de Madrid
entre partes; de una, como demandante, don Domingo Macias Z8m-

«Fallamos: Estimar.do parcialmente el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por ei Letrado don Carlos Jacob Sá!!chez, en nombre
y representación de don Francisco Silvestre Sánchez, contra-la resolu­
ción de 30 de marzo de 1987, del MASPE, posteriomlente confirmada
en alza por el Teniente General JEME en 1 de julio de 1987, debemos
declarar y declaramos Que tales acuerdos no son conformes al ordena­
miento jurídico, y en (onsecuencia, los anulamos, y en su lugar debemos
declarar y declaramos que al recurrente le debe ser computado, a efectos
de trienios, el periodo servido como aprendiz en la Escuela de
Formación Profesional Obrera de la Fábrica Nacional «La Marañosa»,
debiendo la Administración Militar estar y pasar por esta declaración y
proceder ti la oportuna liquidación de los. atrasos con lalímitación
prevenida en el artículo 46 del texto refundido de la Ley General
Presupuestaria. Sin costas.

Esta resolución es firme y frente a la misma no cabe recurso
ordinario alguno, sin perjuicio de los extraordinarios de apelación y
revisión en los casos y plazos previstos en los artículos 101 Y 102 de la
Ley de Jurisdicción. - ,

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Domingo Macias Zambrano, en su propio nombre
y derecho, contra la Resolución de fecha 28 de octubre de 1987, del
Mando Superior de Personal del Ejercito, confirmada en alzada por
Resolución de 4 dc enero de 1988 del excelentísimo seücr Teniente
General Jefe del Estado Mayor del Ejército, que denegaba la petición de!
recurrente relativa a su ascenso a Capitán de la Escala Auxiliar, debemos
declarar y declaramos la confIrmación con el ordenamiento jurídico de
las Resoluciones impugnadas. en los ex.tremos examinados, Sin hacer
expresa imposición de las costas.

Esta resolución es firme y frente a la misma no cabe recurso
ordinario alguno, sin perjuicio de los extraordinarios de apelación y
revisión en los casos '! plazos previstos en los artículos 101 '! 102 de la
Ley de la Jurisdicción.

Así. por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

brano, quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por el Abogado del
Estado, contra Resolución de 28 de octubre de 1987, confirmada en
alzada el 4 de enero de 1988, sobre ascenso a Capitán de la Escala
Auxiliar. se ha dictado sentencia con fecha 6 de marzo de 1989, cuya
parte dispositiva es como sigue:

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley Rcgula~

dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre
de 1956 y en uso de las facultades que me confiere el artículo 3. 0 de la
Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982, de 16 dI:" marzo,
dispongo Que se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Madrid, 27 dejUDlO de 1989,-P. D.. el Director general de Personal,
José Enrique.Serrano Martína.

Excmo. Sr. Teniente General del Mando Superior de Personal (Cuartel
General del Ejército).

ORDEN 413/38894/1989, de 27 de junio, por la _que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Territorial de Madrid, dictada con (echa 26 de dil..'¡embre de
1988, en el ff'CllfSO contencivso-administrativo interpuesto
por don FrancISCO Silvestre Sdnchez.

Excmo. Sr.: En el ..ecurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Sección de la Audiencia Territorial de Madrid,
entre partes, de una, como demandante, don Francísco Silvestre
Sánchez, Quien postuia por sí mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por el Abogado del
Estado, contra resolución de 30 de marzo de 1987, confirmada en alza
el l de julio de 1987, sobre trienios, se ha dictado sentencia con fecha
26 de diciembre de 1989, cuya parte dispositiva es como sígue:

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de· la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre
de 1956 y en uso de las facultades Que me confiere el artículo 3.° de la
Orden del Ministeric de Defensa 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia

Madrid, 27 de junio de 1989.-P. D., el Director general de Personal,
José Enrique Serrano Martínez.

Excmo. Sr. Teniente Gener31 del Mando Superior de Personal (Cuartel
General del Ejército).
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ORDEN 413/38890/1989, de 26 de junio, por la que se
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia
Nacional, dictada con fecha 25 de febrero dI! 1989, en el
recurso eontencioso-administrativo interpuesto por la
«Empresa Bazán».

18948

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido en
única instancia ante la Sección Cuarta de !2. Audiencia Nacional, entre
partes, de una, como demandante, «Empresa BazáIl», quien postula por
sí misma, y de otra, como demandada, la Administración Pública,
representada y defendida por el Abogado del Estado: contra Resolucio­
nes de fecha 21 de junio y 17 de septiembre de 1985, sobre revisión de
precios en la obra «Cañones Breda Bofoes», de 40 milímetros, se ha
dictado sentencia con fecha 25 de febrero de 1989, cuya parte dispositiva
es como sigue:

«Fallamos: En atención a todo lo expuesto, la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional ha decidido estimar el
presente recurso contencioso-administrativo porque el acto administra­
tivo recurrido incurre en infracción del ordenamIento jurídico; y, en su
consecuencia, debe declarar y declara Que el acto administrativo no es
l.:onÍorme a Derecho, anulándolo totalmente con las inherentes conse­
cuencias legales, singularmente la de reconocer el derecho de la
recurrente a la revisión de precios en los contratos del caso solicitadas
por dicha recurrente. Sin hacer una expresa declaración de condena en
costas respecto de las derivadas de este recurso jurisdic­
cional.

Así, por es!'! nuestra sentencia, testimonio de la cual será remitido
en su momento a la oficina de origen a los efectos legales, junto con el
expediente administrativo, en su caso, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

Anónima», quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la
Administración Pública, representada y defendida por el Abogado del
Estado, contra Resoluciones del General Jefe del Mando Aéreo de
Canarias y Zona Aérea y del Ministerio de Defensa sobre concesión de
prorroga, revisión de precios y sanción impuesta a la recurrente, se ha
dictado con fecha 31 de enero de 1989, cuya parte dispositiva es como
sigue:

«Fallamos: Que estimando los acumulados recursos contencioso­
administrativos interpuestos por la Sociedad "Cubiertas y MZOV,
Sociedad Anónima", contra las Resoluciones del General Jefe del
Mando Aéreo de Canarias y de su Zona Aérea de fechas 26 de junio de
1985,2 de agosto de 1985 Y 29 de enero de 1986, así como frente a las
también Resoluciones de Ministerio de Defensa de 21 de mayo de 1986
y 2 de septiembre de 1986, estas ultimas desestimatonas de los
respectivos recursos de alzada contra las primeras formulados, a que las
presentes actuaciones se contraen, debemos anular y anulamos tales
resoluciones por su disconformidad a Derecho; declarar y declaramos el
derecho de la recurrente a la revisión de precios de la obra de referencia;
sin expresa imposición de costas.

Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será remitido
en su momento a la oficina de origen a los efectos legales junto con el
expediente administrativo, en su caso, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956, dispongo que se cumpla en sus propios términos de la expresada
sentencia.


